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PODER LEGISLATIVO

CONGRESO DE

LA REPÚBLICA

LEY Nº 31973

EL PRESIDENTE DEL CONGRESO
DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA;

Ha dado la Ley siguiente:

LEY QUE MODIFICA LA LEY 29763,
LEY FORESTAL Y DE FAUNA SILVESTRE, Y 

APRUEBA DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 
ORIENTADAS A PROMOVER LA ZONIFICACIÓN 

FORESTAL

Artículo 1. Objeto de la Ley
La presente ley tiene por objeto modificar los artículos 

29 y 33 de la Ley 29763, Ley Forestal y de Fauna Silvestre, 
y aprueba disposiciones complementarias orientadas 
a promover la zonificación forestal, con la finalidad de 
promover el desarrollo del proceso de zonificación forestal 
en las diferentes regiones del país.

Artículo 2. Modificación de los artículos 29 y 33 de 
la Ley 29763, Ley Forestal y de Fauna Silvestre

Modifícanse los artículos 29 y 33 de la Ley 29763, Ley 
Forestal y de Fauna Silvestre, quedando redactados de la 
siguiente manera:

“Artículo 29. Bosques de producción permanente
Los bosques de producción permanente se establecen 
por resolución ministerial del Ministerio de Desarrollo 
Agrario y Riego, a propuesta del Serfor, sobre bosques 
de categorías I y II de la zonificación forestal, con 
fines de producción permanente de madera y otros 
productos forestales diferentes a la madera, así como 
de fauna silvestre y la provisión de servicios de los 
ecosistemas.
El Estado promueve la gestión integral de estos 
bosques. Para ello, la autoridad regional forestal y 
de fauna silvestre elabora, directamente o a través 
de terceros, y aprueba el Plan Maestro de Gestión 
que contiene, como mínimo, la identificación de sitios 
que requieran tratamiento especial para asegurar 
la sostenibilidad del aprovechamiento, las rutas de 
acceso, las vías comunes y los puntos de control. Previo 
a su establecimiento, el Estado realiza la evaluación 
de impacto ambiental y la consulta a la población que 
pueda verse afectada por su establecimiento.
Los bosques de producción permanente son 
supervisados por el jefe de la correspondiente Unidad 
de Gestión Forestal y de Fauna Silvestre (UGFFS).

Artículo 33. Aprobación de la zonificación forestal
La zonificación forestal es aprobada mediante 
resolución ministerial del Ministerio de Desarrollo 
Agrario y Riego, a propuesta del Serfor en base al 
expediente técnico elaborado por el Gobierno Regional 
y con opinión previa del Ministerio del Ambiente”.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 
TRANSITORIAS

PRIMERA. Zonificación forestal y otorgamiento de 
títulos habilitantes

Suspéndase la obligatoriedad de exigir la zonificación 
forestal como requisito para el otorgamiento de títulos 

habilitantes. Para la implementación de la presente 
disposición, el gobierno regional acreditará ante el Serfor 
los avances en la aplicación de la Guía Metodológica para 
la Zonificación Forestal, según los criterios que se indican 
a continuación: 

a) Hasta por dos años, contabilizados a partir de 
la publicación de la presente ley, siempre que 
el gobierno regional haya instalado el comité 
técnico. 

b) Hasta por un año, adicional al plazo mencionado 
en el literal a), siempre que se cuente con el 
expediente técnico de zonificación forestal listo 
para su socialización. 

En cualquiera de los supuestos antes mencionados, el 
gobierno regional debe considerar las variables, criterios 
o fuentes de información que la Guía Metodológica para 
la Zonificación Forestal, aprobada por el Serfor, para la 
identificación de una categoría de zonificación forestal, 
la cual debe ser compatible con el título habilitante 
solicitado. 

Lo dispuesto en la presente disposición 
complementaria transitoria no se aplica para el 
otorgamiento de concesiones forestales maderables.

SEGUNDA. Prohibición de otorgamiento de títulos 
habilitantes

Durante el periodo de suspensión de la exigencia 
de la zonificación forestal establecido en la primera 
disposición complementaria transitoria, no se otorgarán 
títulos habilitantes forestales y de fauna silvestre en 
áreas que se encuentren en trámite de reconocimiento, 
de titulación o de ampliación de comunidades 
campesinas y nativas; así como en áreas que se 
encuentren en trámite para el establecimiento de 
reservas territoriales, pueblos en aislamiento voluntario 
o en contacto inicial.

DISPOSICIÓN
COMPLEMENTARIA FINAL

ÚNICA. Clasificación de tierras y reglas sobre 
cambio de uso para actividades agropecuarias 
existentes

Los predios privados que cuenten con títulos de 
propiedad o constancias de posesión emitidas por la 
autoridad competente con anterioridad a la vigencia 
de la presente ley o que se encuentren dentro de los 
alcances de la Ley 31145, Ley de Saneamiento Físico-
Legal y Formalización de Predios Rurales a Cargo de los 
Gobiernos Regionales, que no contengan masa boscosa y 
que desarrollen actividad agropecuaria, son considerados, 
de manera excepcional, como áreas de exclusión para 
fines agropecuarios y por tanto están exceptuados de 
realizar su clasificación de tierras por su capacidad de 
uso mayor, así como también están exceptuados del 
cumplimiento de las disposiciones contenidas en el 
artículo 38 de la Ley 29763. Esta excepción no exime la 
obligación de reserva mínima establecida en el cuarto 
párrafo del artículo 38 de la ley referida al treinta por 
ciento de la masa boscosa en el predio privado, ni de las 
responsabilidades administrativas, civiles o penales de 
los funcionarios públicos, personas naturales o jurídicas, 
que hayan incurrido en delitos relacionados con el tráfico 
de tierras.

En caso de que el predio privado no cuente con el 
área de reserva mínima esta deberá ser compensada 
de manera progresiva con áreas reforestadas o de 
conservación dentro o fuera del predio. El Serfor 
deberá establecer los mecanismos adecuados para 
dicho fin.

POR TANTO:

Habiendo sido reconsiderada la Ley por el Congreso 
de la República, insistiendo en el texto aprobado en 
sesión del Pleno realizada el día siete de julio de dos mil 
veintidós, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 
108 de la Constitución Política del Perú, ordeno que se 
publique y cumpla.
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En Lima, a los diez días del mes de enero de dos mil 
veinticuatro. 

ALEJANDRO SOTO REYES
Presidente del Congreso de la República

WALDEMAR JOSÉ CERRÓN ROJAS
Segundo Vicepresidente del Congreso de la República

2251964-1

LEY Nº 31974

EL PRESIDENTE DEL CONGRESO
DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA;

Ha dado la Ley siguiente:

LEY QUE AUTORIZA EXCEPCIONALMENTE A LA 
SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE ADUANAS Y 
DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA (SUNAT) PARA 

DISPONER DE BIENES Y MERCANCÍAS

Artículo 1. Autorización excepcional a la 
Superintendencia Nacional de Aduanas y de 
Administración Tributaria (Sunat) para disponer de 
bienes y mercancías

1.1. Se faculta a la Superintendencia Nacional de 
Aduanas y de Administración Tributaria (Sunat) para 
que a partir de la presente ley y hasta por el tiempo 
que establezca el Reglamento de la presente ley, 
disponga de los bienes y mercancías en situación 
de abandono legal o voluntario, incautados o 
comisados, provenientes de acciones de control 
realizadas en aplicación disponga de los bienes 
y mercancías en situación de abandono legal o 
voluntario, incautados o comisados, provenientes 
de acciones de control realizadas en aplicación del 
Decreto Legislativo 1053, Decreto Legislativo que 
aprueba la Ley General de Aduanas, o de la Ley 
28008, Ley de los Delitos Aduaneros, así como 
del Decreto Legislativo 1103, Decreto Legislativo 
que establece medidas de control y fiscalización 
en la distribución, transporte y comercialización 
de insumos químicos que puedan ser utilizados 
en la minería ilegal así como del producto minero 
obtenido en dicha actividad, que tengan bajo 
custodia en sus almacenes y en los almacenes 
aduaneros que hayan ingresado hasta el 31 de 
diciembre de 2022. 

 Asimismo, se faculta a la Sunat a adjudicar, 
rematar, destruir o entregar al sector competente, 
según su naturaleza o estado de conservación, al 
margen de que estos se encuentren con proceso 
administrativo o judicial en trámite. La disposición 
de estas mercancías no se regirá por la normativa 
aplicable a la Comisión Nacional de Bienes 
Incautados (Conabi). Lo dispuesto en el presente 
párrafo no alcanza a las mercancías comisadas 
o embargadas de conformidad con el Código 
Tributario y el Decreto Legislativo 1373, Decreto 
Legislativo sobre extinción de dominio.

1.2. En caso de que exista un procedimiento 
administrativo por reclamo o apelación en 
trámite, se procederá a notificar al propietario de 
las mercancías o bienes, respecto del acto de 
disposición que efectuará la Superintendencia 
Nacional de Aduanas y de Administración 
Tributaria (Sunat), en el plazo de treinta días 
hábiles computados desde el día siguiente de 
efectuado el citado acto, de acuerdo con lo 
establecido en el Código Tributario y normas 
aplicables.

1.3. En caso de que exista una investigación 
fiscal o un proceso judicial en trámite, la 
Superintendencia Nacional de Aduanas y de 
Administración Tributaria (Sunat) dará cuenta 
al fiscal que dirige la investigación o al órgano 
jurisdiccional competente que conoce del 
proceso, respecto del acto de disposición que 
efectuará, en el plazo de treinta días hábiles 
computados desde el día siguiente de efectuado 
el referido acto. 

1.4. Las entidades del sector público podrán 
beneficiarse con la adjudicación de las mercancías 
o bienes. Disponen para ello de un plazo máximo 
de treinta días hábiles para solicitar el retiro de 
estas. Vencido dicho plazo sin que se haya 
producido el retiro, la Superintendencia Nacional 
de Aduanas y de Administración Tributaria (Sunat) 
queda autorizada para disponer nuevamente de 
ellas.

1.5. De disponerse administrativa o judicialmente la 
devolución de la mercancía, la Superintendencia 
Nacional de Aduanas y de Administración 
Tributaria (Sunat) efectuará el pago del valor de 
las mercancías determinado en el avalúo más los 
intereses legales correspondientes calculados 
desde la fecha de su valoración, con cargo a 
los recursos que le habilite la Dirección General 
del Tesoro Público del Ministerio de Economía 
y Finanzas. Para estos efectos, el valor de las 
mercancías corresponderá al de la fecha del 
avalúo realizado por la Superintendencia Nacional 
de Aduanas y de Administración Tributaria (Sunat) 
de acuerdo con las normas de valoración de la 
Organización Mundial de Comercio (OMC) o 
a las reglas para establecer la valoración de 
la Ley 28008, Ley de los Delitos Aduaneros, 
según corresponda. En caso de que no existan 
elementos para efectuar la valoración, esta 
corresponderá al valor FOB determinado durante 
el proceso de la verificación física de dichas 
mercancías, aplicando para tal efecto el valor 
FOB más alto de mercancías idénticas o similares 
que se registran en el Sistema de Valoración 
de Precios de la Superintendencia Nacional de 
Aduanas y de Administración Tributaria (Sunat). 
Cuando se disponga la devolución de los bienes 
que provienen de la aplicación de los decretos 
legislativos 1103 y 1107 u otros no comprendidos 
en el párrafo precedente, la Superintendencia 
Nacional de Aduanas y de Administración 
Tributaria (Sunat) efectuará el pago del valor de 
los bienes determinado a través de una tasación, 
más los intereses legales correspondientes 
calculados desde la fecha de la incautación, con 
cargo a los recursos que le habilite la Dirección 
General del Tesoro Público del Ministerio de 
Economía y Finanzas.

1.6. Tratándose de mercancías o bienes respecto de 
los que exista una investigación fiscal o proceso 
judicial en trámite, la Superintendencia Nacional 
de Aduanas y de Administración Tributaria 
(Sunat) comunica al fiscal correspondiente o 
al órgano jurisdiccional competente, según 
corresponda, que procederá a rematarlos, 
adjudicarlos, destruirlos o entregarlos al sector 
competente para que el fiscal en un plazo de 
treinta (30) días hábiles computado a partir 
del día siguiente de recibida la comunicación, 
proceda a adoptar las medidas de seguridad 
para perennizar los medios de prueba, tales 
como la toma de muestras, vistas fotográficas y 
videos, sin que pueda suspenderse la realización 
del remate, adjudicación, destrucción o entrega 
al sector competente, siendo de su exclusiva 
responsabilidad asegurar la cadena de custodia 
para los fines de la investigación, conforme a la 
normativa vigente, dando cuenta de la diligencia 
al órgano jurisdiccional competente cuando 
corresponda. 

 Vencido el referido plazo de treinta días, la 
Superintendencia Nacional de Aduanas y de 
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